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Se ha recibido en este Servicio de Secretariado de Gobierno, Relaciones Institucionales y 

Acción Normativa un Anteproyecto de LEY FORAL DE JUVENTUD Y JUSTICIA 

INTERGENERACIONAL. 

Examinado el mismo, a los efectos previstos en la instrucción 7ª aprobada por Acuerdo del 

Gobierno de Navarra de 27 de noviembre de 2006, se emite el siguiente y único 

 

INFORME 

 

I. ANTECEDENTES DE HECHO 

El referido anteproyecto de Ley Foral se remite acompañado del correspondiente 

expediente que, esencialmente, incluye su informe y orden foral de inicio; la acreditación de 

los trámites de consulta previa y exposición pública junto con sus respectivos informes finales 

de participación, así como varios anexos que recogen diversos trámites en materia de 

participación, evaluaciones de impacto sobre niños, niñas y adolescentes y climático, este 

último con su informe de observaciones, sendos informes de impacto por razón de género y 

por razón de orientación sexual, identidad de género e identidad sexual, ambos acompañados 

de sus respectivos informes de observaciones del Instituto Navarro de Igualdad, informe de 

evaluación de impacto por razón de accesibilidad y discapacidad, memorias justificativa, 

organizativa y normativa y económica, ésta última con firma de Intervención, remisión para 

consulta a los Departamentos del Gobierno de Navarra, estudio de cargas y acreditación de 

informe favorable de la Comisión Foral de Régimen Local, finalizando con el informe jurídico 

de la Secretaria General Técnica del Departamento de Vivienda, Juventud y Políticas 

Migratorias. 

De su examen pueden extraerse, a juicio de quienes suscriben, las siguientes 

 

II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

Primera. Objeto de la norma. 

 El objeto del anteproyecto analizado es, según su artículo 1, establecer el marco 

normativo y competencial de las políticas de juventud en el ámbito de la Comunidad Foral de 

Navarra. Conforme a su artículo 2, la norma tiene como finalidad garantizar la autonomía 

necesaria de las personas jóvenes para llevar a cabo un proyecto de vida plena basado en la 

libertad de elección personal, la igualdad de oportunidades y el ejercicio efectivo de sus 

derechos, dirigiéndose a la consecución de una ciudadanía joven comprometida, responsable 
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y que participe activamente en el desarrollo político, social económico, medioambiental y 

cultural de y desde la Comunidad Foral de Navarra. 

 

Segunda. Competencias en cuyo ejercicio se pretende dictar la Ley Foral y rango 

normativo. 

El artículo 48 de la Constitución Española establece, como uno de los principios de 

rectores de la política social y económica, que “los poderes públicos promoverán las 

condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo político, social, 

económico y cultural”. 

La competencia para la regulación de este anteproyecto de ley Foral resulta del art. 

44.18 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del 

Régimen Foral de Navarra (LORAFNA), que atribuye a Navarra competencia exclusiva en, 

entre otras materias, la de política juvenil. 

En ejercicio de esta competencia se aprobó la Ley Foral 11/2011, de 1 de abril, de 

Juventud, llamada ahora a ser derogada y sustituida por el texto del nuevo Anteproyecto, así 

como las normas que sucesivamente han regulado el Instituto Navarro de la Juventud y otras 

normas de desarrollo, entre las que cabe destacar las que conciernen al Consejo 

Interinstitucional de Juventud de la Comunidad Foral de Navarra (Orden Foral 5E/2023), a la 

Comisión de Coordinación de la Política Juvenil Local (Orden Foral 189/2022), al Observatorio 

Navarro de la Juventud (Orden Foral 116/2012) y a la Comisión Interdepartamental de 

Juventud de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra (Orden Foral 287/2013). 

Por su parte, la titularidad de la potestad legislativa está atribuida al Gobierno de 

Navarra en el artículo 19.1 a) de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración 

y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, según el cual la iniciativa legislativa 

corresponde a la Diputación Foral mediante la presentación de proyectos de ley al 

Parlamento. 

Del mismo modo, el artículo 51 de la Ley Foral 14/2004, de 3 de diciembre, del 

Gobierno de Navarra y de su Presidenta o Presidente, reitera que el Gobierno de Navarra 

ejerce la iniciativa legislativa prevista en el artículo 19 de la Ley Orgánica 13/1982, mediante 

la elaboración, aprobación y remisión posterior de los proyectos de Ley Foral al Parlamento 

de Navarra. 

Así, la forma que presenta el anteproyecto -Ley Foral- es la correcta de conformidad 

con el ordenamiento jurídico. 
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Tercera. Adecuación al procedimiento de elaboración de disposiciones de 

carácter general. 

El procedimiento para la elaboración de anteproyectos de ley foral y proyectos de 

decretos forales cuya aprobación compete al Gobierno de Navarra se encuentra regulado en 

la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra 

y del Sector Público Institucional Foral. 

Asimismo, el Gobierno de Navarra aprobó, por Acuerdo adoptado en sesión 

celebrada el 27 de noviembre de 2006, unas Instrucciones para la elaboración y tramitación 

de anteproyectos de leyes forales, proyectos de decretos forales legislativos y proyectos de 

disposiciones reglamentarias cuya aprobación sea competencia del Gobierno de Navarra, 

que hay que considerar vigentes en la medida que no se oponen a lo regulado. 

Sobre la base de lo expuesto, y teniendo en cuenta la documentación recibida en este 

Servicio, puede sostenerse que el procedimiento se estaría tramitando de forma correcta 

hasta el momento. 

No obstante, considerando la disolución del Consejo de la Juventud de Navarra 

llamado ex lege a informar el anteproyecto (art. 35.4 g) de la Ley Foral 11/2011), tal función 

bien pudiera haberse hecho descansar en la Comisión Interdepartamental de Juventud de la 

Administración de la Comunidad Foral de Navarra (art. 5 de la Orden Foral 287/2013). 

Valórese también si, comoquiera que los jóvenes de entre 12 y 17 años son, al mismo tiempo, 

menores de edad, sería oportuno someter el texto a informe del Consejo de la Infancia y la 

adolescencia (art. 5 del Decreto Foral 36/2010). 

 

Cuarta. Sobre la forma y estructura de la norma 

La forma y estructura que han de presentar los anteproyectos de leyes forales y los 

proyectos de disposiciones reglamentarias cuya aprobación compete al Gobierno de Navarra 

se encuentran recogidas en unas instrucciones que elaboró la Dirección General de 

Presidencia   y que, una vez sometidas a la consideración de todos los Departamentos a 

través de sus respectivas Secretarías Generales Técnicas, y con el visto bueno de todas ellas, 

se formalizaron     como tales en el mes de enero de 2004 para lograr su efectiva aplicación por 

todas las unidades  de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra, para lo que fueron 

comunicadas a todas  ellas a través de sus Secretarías Generales Técnicas. 

Estas instrucciones persiguen la calidad técnica de las disposiciones generales y la 

unificación de los criterios atinentes a la forma y estructura de las mismas. Con esta premisa, 

a continuación, se ponen de manifiesto consideraciones a este respecto con la finalidad de 

coadyuvar a la total adecuación del proyecto a las citadas instrucciones. 

A. Consideraciones generales. 
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-. 1ª: solapamientos en relación a normativas generales o sectoriales, y a 

competencias administrativas. En ocasiones, el Anteproyecto parece modificar otras normas, 

generales o sectoriales, sin que se contemple como disposiciones finales ni se justifique en el 

expediente estas aparentes modificaciones. El Departamento proponente debe tener en 

cuenta que alguna de esas modificaciones afecta a leyes forales de mayoría absoluta, e 

incluso a normas estatales, incluyendo en algún caso materia orgánica y también legislación 

de carácter básico. 

A modo de ejemplo, y sin ser una lista exhaustiva de todos ellos, esta objeción afecta 

a los siguientes artículos: 10, 11 y 13, (artículos 33 y 34 de la Ley Foral 12/2022); 12 (se 

supone que modifica y/o deroga la normativa que actualmente regula varios órganos 

consultivos y de coordinación); 17 y 18 (que se deben ajustar a la nueva Ley Foral 5/2026); 

24 a 29 (en lo que afectan a la Ley Foral 12/2019); 36 (su actual redacción parece 

comprometer la facultad que corresponde a la Presidenta o Presidente del Gobierno de 

Navarra para el establecimiento de la estructura y ámbito competencial de cada 

Departamento, conforme al artículo 30 de la Ley Foral 14/2004); 48.2 (se ignora la existencia 

del Decreto Foral 11/2023 como normativa de desarrollo ya en vigor); 54.2 b) (en lo que se 

pueda entender como intrusión, tanto en la normativa de Vivienda como en la Ley Foral 

4/2023); 54.2 j) (impone una obligación explícita a la Administración de la Comunidad Foral 

que puede implicar una modificación de la Ley 1/1996, y del Decreto Foral 104/2021); 86 2 c) 

y 87.1 c.3) (si la suspensión de la percepción de subvenciones se pretende sustentar en los 

supuestos que para ello establece la Ley Foral 11/2005, se estaría modificando implícitamente 

la normativa de subvenciones). 

No obstante, otras de esas posibles modificaciones se tratan de forma separada en 

este informe dada su importancia o la materia a la que afecta. 

-. 2ª: competencias. Aunque puede suceder que, siendo un órgano titular de una 

competencia, el ejercicio de la misma pueda afectar a otros asuntos o materias, eso no 

convierte a ese órgano en titular de una competencia en ese asunto o materia que no le son 

propios. De otra forma, todos los Departamentos del Gobierno de Navarra serían titulares de 

todas las competencias posibles, puesto que es más probable incidir en otras materias y/o 

ámbitos que actuar de forma completamente neutra. El Anteproyecto debería tener en cuenta 

esta cuestión para mantener la atribución competencial por materia sectorial, en particular en 

los artículos 3.2 b) in fine, 7, 8.2 y 35. En nuestra opinión, no es correcto considerar, en sentido 

estricto, que todos los Departamentos tienen competencias en materia de Juventud, o que 

todos desarrollan o llevan a cabo políticas de Juventud, sino que sus competencias, 

facultades, actuaciones, etc, pueden afectar a las personas jóvenes en igual o diferente 

medida que al resto de personas de diferente rango etario, pero sin que ello obedezca a la 

ejecución de una política dirigida específicamente al sector juvenil ni, por tanto, se actúe en 

ejercicio de competencias en esa materia. 

Por supuesto, cuanto se antedice ha de entenderse sin perjuicio de los deberes de 

colaboración y cooperación a los que están sometidos todas las Administraciones Públicas. 
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-. 3ª: administraciones y poderes públicos. Se utilizan de forma indistinta expresiones 

como “Administraciones públicas”, “Administraciones públicas de Navarra”, “Administraciones 

públicas en Navarra”, “Administración de la Comunidad Foral de Navarra”, “Administraciones 

públicas con competencias en materia de juventud en Navarra”, “Administración”, “poderes 

públicos”, “poderes públicos de Navarra”, “poderes públicos en Navarra”, “Gobierno de 

Navarra”, etc. 

En el momento en el que el operador jurídico ha de interpretar y aplicar la norma que 

se informa, la acepción adecuada de estos términos supone importantes efectos jurídicos. Si 

se consideran empleados en acepción coloquial, debe decidir a su buen entender a qué 

administraciones se refiere en cada caso, teniendo también en cuenta el reparto de 

competencias legalmente establecido y que, por ejemplo, el concepto concreto de 

“Administración de la Comunidad Foral de Navarra” ya se encuentra definido jurídicamente, 

(Ley Foral 11/2019), sin que quepa su uso coloquial, y que la distinción entre “de Navarra” y 

“en Navarra” resulta confusa, por todo lo cual es difícil integrar la voluntad del legislador. 

Añádase a lo anterior la aparente identidad entre “Gobierno de Navarra” y “Administración de 

la Comunidad Foral”, o que el concepto “poderes públicos” pudiera entenderse que abarca 

instituciones como el Parlamento, el Defensor del Pueblo, los Tribunales, etc. 

Esta objeción afecta, entre otros, a los siguientes artículos; 3; 4.1; 5; 6; 7; 10; 15; 16; 

20; 27; 28; 30; 34; 37; 38; 46; 51; 53; 55; 71 y 77. 

-. 4ª: derechos y criterio etario. A lo largo del texto, en varios artículos parece 

establecerse que, a las personas que estén en un rango de edad entre 12 y 30, sea cual sea 

su nacionalidad o situación administrativa, se les puede otorgar, únicamente por razón de 

edad, derechos, prestaciones y/o servicios que, no obstante, pudieran no corresponderles, en 

tanto que los requisitos y condiciones están establecidos en la legislación general o sectorial 

aplicable, local, foral o estatal o europea. De ser esa la intención del legislador, tendrá que 

considerar que la introducción de estos derechos pasa por la modificación de la 

correspondiente normativa que los regula, y que tal cosa sólo será viable si se ostentan las 

competencias legislativas que lo permitan. 

Esta objeción atañe a los siguientes artículos: 4.2 y 4.4, 6, 24, 25, 27, 28, 37, 45.4 y 

58. 

-. 5ª: derechos de las personas jóvenes. Algunos apartados parecen obviar que, en 

realidad, se instituyen como ex novo derechos que ya están reconocidos a todas las personas, 

jóvenes o no, y que, incluso, algunos gozan de especial protección constitucional. 

Esta objeción afecta, entre otros, a los siguientes artículos: 5.1º a) y 2º; 8.2; 15 c), d) y 

f); 16; 17; 20; 22; 25; 27; 28; 29 y 45.4. 

-. 6ª: Educación no reglada en el ámbito de la juventud. Considérese reformular el 

texto, de manera que no pueda aplicarse conculcando las competencias estatales para regular 

la formación, los títulos y las competencias, mediante normativa básica que podrán desarrollar 
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las Comunidades Autónomas (Real Decreto 659/2023, por lo que al Sistema de Formación 

Profesional se refiere, en particular su artículo 128).  

Valórese en qué medida pudieran resultar afectados por esta objeción los artículos 10 

c), 36, 39, 44, 45, 47 y 87 b) b.2). 

-. 7ª: gobernanza. El Anteproyecto diseña una estructura organizativa en el ámbito de 

la política juvenil que comprende numerosas comisiones, consejos, órganos, mesas, foro, 

parlamento, y diversos cauces y herramientas de participación. 

Podría decirse que la estructura en cuestión resulta, en principio, excesiva en cuanto 

a número de entes y órganos, quizás sobredimensionada respecto de la realidad de la 

juventud de Navarra. A nuestro entender, también resulta un tanto compleja y quizás poco 

interelacionada teniendo en cuenta que, por las finalidades y funciones de unos y otros 

componentes, sus finalidades y funciones a menudo se solapan, pudiendo desempeñarse por 

varios órganos o entes (por ejemplo, si se comparan las funciones de las Mesas, coinciden y 

son asumibles tanto por el Consejo Interinstitucional de la Juventud, como por la Comisión 

Interterritorial de Juventud y por las comisiones sectoriales), sin que tampoco se articule un 

sistema de conexión adecuado entre sus componentes. Todo conduce a estos informantes a 

pensar que, contrariamente al fin perseguido, el aglomerado diseño organizativo no favorece 

una participación juvenil verdaderamente efectiva. 

Esta objeción, afecta, entre otros, a los siguientes artículos: 12; 15; 16; 25; 26; 27; 30; 

31; 32 y 47. 

 

B. Consideraciones particulares. 

-. Preámbulo. Su correcta denominación es “Exposición de Motivos”. Además, sería 

conveniente dividirlo en párrafos numerados, dada su extensión. 

-. División de párrafos. En varios artículos se repiten números o letras, y en otros faltan 

números (ver artículos 12, 36, 53 y 66). En el artículo 70, se numera el párrafo cuando sólo 

hay uno). 

-. Artículo 6. En el título consta la palabra “deberes”, pero en el texto del artículo no se 

han recogido, por lo que no se corresponde. 

-. Artículo 6 d). Trato diferenciado por edad. La redacción de la última frase resulta 

confusa: parece decir que cualquier actuación pública que se refiera a un tramo de edad, sea 

cuál sea, debe supeditarse a los derechos e intereses de los jóvenes, y aun a sus simples 

intereses subordinando, por ejemplo, los de los/las niños/as o los de las personas de la tercera 

edad. Como no parece ser esa la intención legislativa, se recomienda revisar la redacción. 
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-. Artículo 21. Representatividad de las entidades juveniles. El texto de este artículo, 

no se concilia con los artículos 12 y 15, porque no en todos los cauces principales de 

participación hay participación de personas jóvenes, según se definen en dichos artículos. 

-. Artículos 30, 31 y 32. Foro de la Juventud. Naturaleza y fines; artículo 33: Consejos 

Comarcales y Locales. Pese a lo sostenido por el 30.2, a nuestro juicio debe suprimirse la 

palabra “pública” de la expresión “entidad corporativa pública de base privada”, puesto que no 

participa de tal naturaleza pública. La entidad incorpora a personas jurídicas enteramente 

privadas que comparten unos mismos intereses, para cuya consecución constituyen una 

entidad que, junto a las funciones públicas atribuidas por el artículo 31, también puede 

albergar fines y actividades privadas no esenciales. Así las cosas, los Foros gozan de un 

régimen económico propio y una financiación del todo privada en lo tocante a sus actividades 

privadas, estando restringida la financiación pública única y exclusivamente con destino al 

ejercicio de las funciones públicas establecidas por la norma, cuestión ésta que creemos 

conveniente explicitar en la norma. 

Por otra parte, si bien es correcto considerar que el Foro no es, en efecto, 

Administración Pública ni Sector Público, ello no conduce a la falta total de tutela 

administrativa cuando ejerce funciones públicas, ya que los actos que se realizan en ejercicio 

de las mismas estarán sujetos al derecho administrativo y serán impugnables ante la 

jurisdicción contencioso-administrativa. Es en este sentido en el que debe interpretarse el 

régimen de responsabilidad dispuesto por el artículo 32.4, mereciendo una redacción más 

acorde con lo aquí expuesto. 

-. Artículo 75. 4. Planes de Juventud. El órgano que los propone no puede ser el mismo 

que los aprueba, porque entonces no existe una verdadera propuesta. 

-. Artículo 86. Procedimiento sancionador. Con arreglo al artículo 56.2 de la Ley 

39/2015, a nuestro parecer se categorizan las medidas como cautelares (impuestas 

posteriormente para garantizar una sanción) cuando se está refiriendo a las provisionales 

(previas a la incoación del procedimiento). 

-. Disposición transitoria única. Se aprecian las objeciones siguientes: 

 Sobre el Apartado 1, que no se concreta qué órganos, organismos, 

corporaciones, instituciones, comisiones, etc, considera el Anteproyecto que 

componían la antigua organización, ni tampoco, cuáles son, de todos los que 

aparecen en el Anteproyecto, los que considera que forman parte de la nueva 

organización. La disposición tampoco prevé qué ocurre con las actividades de 

todos los entes que resulten afectados por el contenido del Anteproyecto, en 

ese plazo de seis meses, hasta que se aprueben las normas correspondientes. 

Tampoco contiene ninguna previsión de transitoriedad para aquellas normas 

que, no refiriéndose a la organización, se ven afectadas y/o modificadas (puede 

que incluso derogadas), por la aprobación del Anteproyecto, y con la materia 

que regulan. 
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Por último, la imposición de mandatos no es sistemáticamente 

adecuado ubicarla bajo una disposición transitoria, sino de una adicional (para 

mandatos no normativos) o una final (para los dirigidos a la producción de 

normas jurídicas). 

 Sobre el Apartado 2, que si, según parece, quien tiene que iniciar el proceso 

de constituir la Corporación es una Comisión Gestora, la cual actuaría con 

arreglo a una normativa para cuya aprobación, sin embargo, no se contempla 

plazo alguno, pero cuyo contenido parece que debería contemplar las reglas 

básicas de creación, composición y funcionamiento de esa Comisión Gestora. 

 

Quinta. Aspectos de fondo 

En lo que al fondo del texto propuesto se refiere se realizan las siguientes sugerencias 

y observaciones: 

 -. Artículo 6.4 c). Capacidad. La capacidad jurídica de los menores está regulada en el 

Código Civil (artículos 322, 199, 443); en el Fuero Nuevo de Navarra (Ley 47); en la Ley 

reguladora de la responsabilidad penal de los menores, y en otras normas penales y 

procesales, y no es objeto de esta Ley Foral, teniendo en cuenta además que, si se 

pretendiese una modificación y/o ampliación de dicha capacidad, debe recordarse que 

algunas de las normas citadas son normas estatales, algunas básicas, y que el Fuero Nuevo 

es una norma de mayoría absoluta. 

-. Artículo 10 f). Competencias del Departamento competente en materia de juventud. 

La atribución de competencias residuales sólo puede llevarse a cabo, en su caso, conforme 

a las reglas: del artículo 149.3 de la Constitución. 

-. Artículo 20. 2. Simplificación de trámites. En lo que respecta a los registros de 

asociaciones, fundaciones y entidades deportivas, entre otros, todos ellos tienen su propia 

regulación de procedimientos, amén de las normas generales sobre simplificación 

administrativa. En este sentido, la norma que se informa debería aclarar si la simplificación de 

trámites que propugna se refiere únicamente a la ejecución material de los trámites ya 

regulados, o si dispone la modificación de la normativa que los establece (en parte, básica y 

orgánica) en virtud de un criterio etario. 

-. Artículo 77. 4.Principios financiación en materia de juventud. En opinión de estos 

informantes, la redacción resulta un tanto confusa, puesto que parece comprometer las 

decisiones presupuestarias de los sucesivos ejercicios conforme a un criterio proporcional fijo, 

con independencia del coste estimado de los programas que en cada uno se prevean 

desarrollar. 

-. Artículo 89.1, primer párrafo in fine. Régimen de prescripción de infracciones. Sin 

requerir la concurrencia de ocultación maliciosa o desconocimiento insalvable, se establece 
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un supuesto de inicio de cómputo que no depende del tiempo transcurrido desde la comisión 

del hecho sino del conocimiento del mismo por la administración competente para 

sancionarlos, lo que no se ajusta a lo dispuesto al efecto por la legislación del procedimiento 

común (art. 30.2 de la Ley 40/2015) ni responde al concepto mismo del instituto de la 

prescripción en materia sancionadora. 

 

En vista de todo lo expuesto anteriormente pueden extraerse, a juicio de quienes suscriben, 

las siguientes 

 

III. CONCLUSIONES 

1ª.- El anteproyecto analizado se está tramitando adecuadamente, pero debe tenerse 

en cuenta lo recogido en este informe de cara a la completitud del expediente. 

2ª.- Se recomienda considerar las modificaciones al texto propuestas referentes a la 

forma y estructura del mismo con el fin de lograr una mejor redacción y calidad técnica. 

3ª.- Asimismo, se recomienda valorar las observaciones expuestas en este informe en 

relación con el fondo de la regulación que presenta el anteproyecto analizado. 

 

Es cuanto informa este Servicio de Secretariado del Gobierno, Relaciones Institucionales y 

Acción Normativa. 

Pamplona, a 14 de mayo de 2026 

El Jefe de la Sección de Coordinación y 

Acción Normativa  

La Técnica de Administración Pública 

(Rama Jurídica) 

Roberto García Larrea María José Arozarena Gómez 
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